
 
TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 

SALA CIVIL  
 
Medellín, trece (13) de diciembre de dos mil veintidós (2.022) 
 
MAGISTRADO: JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
APELACIÓN DE AUTO: 05001 31 03 019 2022 00237 01 
 
Demandantes: DIANA PATRICIA MURIEL PINEDA y otros. 
Demandados: SEGUROS GENERALES SURAMERICANA S.A. y otra. 
Extracto: En materia probatoria se deben de adoptar las medidas necesarias 

para verificar los hechos alegados por las partes. Revoca.   

 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante, contra el auto calendado el trece (13) de octubre de dos 

mil veintidós (2.022), proferido por el JUZGADO DIECINUEVE CIVIL 

DEL CIRCUITO de Medellín. 

 

 

ANTECEDENTES  

  

 

Mediante la providencia hoy recurrida se abrió el proceso a pruebas, 

donde en relación a la parte actora en uno de los apartes se dispuso: 

  

“7. Prueba trasladada. No se decreta lo solicitado en dicho acápite, dado que 
no se especificó concretamente sobre qué pruebas se depreca su traslado, 
para efectos de determinar si se cumple con lo requerido por el artículo 174 
del CGP.” 

 

Frente a lo anterior la demandante presentó recurso de reposición y en 

subsidio apelación, aduciendo que su solicitud “trata sobre todas las 
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piezas procesales que reposan al interior del proceso penal”, 

correspondiente al “SPOA” 050306000321202100082, que cursa ante 

la FISCALÍA 65 SECCIONAL - UNIDAD SECCIONAL – AMAGA, 

asunto que tiene relevancia para este asunto civil, ya que versa sobre 

los mismos hechos ocurridos el 23 de junio de 2.021, y donde es 

procesada OLGA LUCÍA SOTO RODRÍGUEZ (aquí demandada). 

 

Destacó que fue diligente y agotó el derecho de petición ante la 

Fiscalía, y aludiendo a la unidad de la prueba dijo que se garantizará 

la contradicción y de defensa, y en todo caso, la valoración no ocurre 

en el Decreto, sino en la sentencia. 

 

SEGUROS GENERALES SURAMERICANA S.A. se opuso a lo 

pretendido, indicando que el expediente como tal no es una prueba, y 

como no se discriminó cuál es la probanza concreta a trasladarse, fue 

adecuada la decisión impugnada. 

 

Vía horizontal el a quo mantuvo la decisión, exponiendo que no se 

determinó sobre qué pruebas recaía la solicitud, lo cual torna abstracto 

e indeterminado el pedimento probatorio, impidiéndose el análisis del 

artículo 168 del C. G. del P., para que a la luz de las documentales 

obrantes se evite el decreto y práctica de pruebas redundantes o 

inútiles. Igualmente, de cara a la contradicción tampoco se sabe si 

están decretadas o si ya se practicaron. 

 

Agregó que si bien con la demanda se aportó el derecho de petición 

dirigido a la FISCALÍA 65 SECCIONAL - UNIDAD SECCIONAL – 

AMAGA, donde se solicitó copia del proceso penal, no se solicitaron 

oficios con ocasión a un derecho de petición no respondido, por lo que 

no se configura el supuesto del inciso 2° del artículo 173 del C. G. del 

P., ya que tal solicitud fue atendida y de ello se acompañó prueba. 
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Se concedió la alzada subsidiariamente interpuesta, la que se estudia  

en los términos del artículo 321.3 procesal civil, resolviéndose de plano 

como lo prevé el artículo 326 ibidem. 

 

El artículo 164 ídem establece que; “Toda decisión judicial debe 

fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al 

proceso.”. En ese sentido la prueba es la verificación o confirmación de 

las afirmaciones de hecho expresadas por las partes, ello en armonía 

con el artículo 173 del mismo Estatuto Procesal. 

 

De esa manera, en atención a los principios de pertinencia, 

conducencia y utilidad de las pruebas, así como de la misma economía 

procesal, el Juez dentro de la dirección judicial que le ha sido confiada, 

puede abstenerse de decretar la práctica de pruebas pedidas 

oportunamente, eso sí, siempre respetando el derecho fundamental a 

la defensa de las partes y el debido proceso. 

 

Circunscritos a la alzada, analizamos lo relativo a la prueba trasladada, 

la cual está consagrada en el artículo 174 del C. G. del P. así: 

  

“Artículo 174. Prueba trasladada y prueba extraprocesal. Las pruebas 
practicadas válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro en copia y 
serán apreciadas sin más formalidades, siempre que en el proceso de origen 
se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aducen o con 
audiencia de ella. En caso contrario, deberá surtirse la contradicción en el 
proceso al que están destinadas. La misma regla se aplicará a las pruebas 
extraprocesales. 
 
“La valoración de las pruebas trasladadas o extraprocesales y la definición de 
sus consecuencias jurídicas corresponderán al juez ante quien se aduzcan.” 

 

Esa probanza se deprecó en la demanda, así: 

 

“PRUEBA TRASLADADA…  Solicito señor juez que se oficie a la FISCALIA 
GENERAL DE LA NACIÓN (FISCALIA 65 SECCIONAL-UNIDAD 
SECCIONAL –AMAGA), para que aporte con fines a este proceso todas las 
piezas procesales que se encuentren en el proceso penal con radicado No. 
050306000321202100082, con la finalidad de que dichas pruebas sean 
trasladadas al proceso de responsabilidad civil, todo ello que las pruebas que 
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reposan en el proceso penal sirvan para esclarecer la veracidad de los 
hechos.” (sic). Ver folio 22 del archivo 03 y folio 39 del archivo 05, ambos del 
cuaderno principal en expediente digital. 

 

El fundamento principal para negar tal probanza es que no se 

especificó qué pruebas deben trasladarse, pues según el a quo ello 

impidió el estudio para evitar el decreto y práctica de pruebas 

redundantes o inútiles. Otro argumento es que con la demanda se 

aportó el derecho de petición y la respuesta donde la actora solicitó 

copia de dicho proceso penal, por lo que si la solicitud fue contestada, 

no está el supuesto que exige el inciso 2° del artículo 173 procesal civil. 

 

Resolviendo, es cierto que la prueba trasladada se deprecó de manera 

general, en tanto lo pedido fueron “todas las piezas procesales” de un 

asunto penal, donde lo obrante en una investigación de tal laya es 

clasificado según el artículo 19 literal d) de la Ley 1712 de 2.014, regla 

esta vista en armonía con el artículo 212 B del C. de P. P.1, razón por 

la cual, en principio, no era dable a la parte interesada saber con 

exactitud qué medios de prueba existen en tales actuaciones. 

 

No obstante, las víctimas tienen derecho a recibir “información 

pertinente para la protección de sus intereses” tal como lo señala el 

artículo 11 literal e) ibidem, lo cual se ata a la petición que la parte 

actora presentó a la FISCALIA 65 SECCIONAL - UNIDAD SECCIONAL 

– AMAGA el 21 de octubre de 2.021. 

 

En esa ocasión se pidió la “constancia del proceso penal”, “álbum 

fotográfico”, “videos”, “protocolo de necropsia”, “inspección técnica al 

cadáver” y “acta de entrevista”, ello con el fin de “(…) presentar solicitud 

de conciliación y eventual demanda en contra del conductor del 

                                                           
1 Código de Procedimiento Penal, tal artículo reza: “La indagación será reservada. En todo 

caso, la Fiscalía podrá revelar información sobre la actuación por motivos de interés 

general.” 
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vehículo, la empresa del momento, y en acción directa contra el 

asegurador de la responsabilidad civil.”2. 

 

Es cierto que hubo respuesta, explicándose que en esa Fiscalía: 

 

“(…) se adelanta indagación con radicado SPOA número 
050306000321202100082 por el presunto delito de HOMICIDIO CULPOSO 
art. 109 C.P. por hechos ocurridos el 23de junio de 2021 en vía pública en 
tramo de la Troncal del Café Ruta 6003 de la vía La Mansa Primavera 
Kilómetro 75 + 800 sector La Obra, en comprensión territorial del municipio 
de Amagá Antioquia, actuando en calidad de víctima fatal en accidente de 
tránsito la hoy occisa GABRIELA DEL SOCORRO PINEDA DEMURIEL con 
cédula número 21434784, persona que al momento de ocurrencia delos 
hechos transitaba por la vía en calidad de peatón y fue víctima de atropello 
por un vehículo tipo CAMPERO placas JQS758, marca TOYOTA, línea 
PRADO, modelo 2021, color BLANCO, tipo WAGON motor IGD8655060, 
chasis JTEBR3FJ6MK188190, servicio PARTICULAR, póliza SOAT NO 
12298000099920 compañía aseguradora SEGUROS DEL ESTADO S.A, el 
cual era conducido al parecer por la ciudadana OLGA LUCIA SOTO 
RODRIGUEZ c.c. 43984442.” 

 

También se indicó que para ese momento el proceso penal estaba 

activo en la etapa de indagación, pero solamente se entregó a la 

interesada “acta de inspección técnica a cadáver formato FPJ-10, 

álbum fotográfico FPJ-11 y copia de informe de accidente de tránsito.” 

3. 

 

Así las cosas, fue posible acceder a la probanza deprecada 

observando el derecho de petición agotado y la respuesta misma. 

 

Y es que si la petición y su contestación, con anexos incluidos, ya están 

aportados y decretados como documental, únicamente se decreta la 

prueba sobre las actuaciones surtidas con posterioridad al 26 de 

octubre de 2.0214, ello evitará la redundancia referida por el a quo.  

 

                                                           
2 El derecho de petición obra a folios 75-77 del archivo 03 del cuaderno principal. 
3 Folios 80-109 ídem. 
4 Fecha de la respuesta a referido derecho de petición. 
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Ya ligado al análisis que trata el artículo 168 del C. G. del P., lo 

propuesto tiene directa relación con los hechos y pretensiones de la 

demanda, lo cual debe aclararse de cara a la resolución del asunto. 

 

En materia probatoria se deben de adoptar las medidas necesarias 

para verificar los hechos alegados por las partes, y en esta ocasión la 

negativa trasgrede la limitación impuesta en el inciso 2° del artículo 173 

procesal civil, es por ello que la alzada prosperará, eso sí, respecto al 

medio de convicción que se allegue se respetará el debido proceso, 

específicamente la defensa y contradicción. 

 

En tales términos se revocará el numeral 1.7 de la decisión impugnada. 

Sin costas. 

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín; 

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO:  REVOCAR el numeral 1.7 del auto calendado trece (13) 

de octubre de dos mil veintidós (2.022), proferido por el 

JUZGADO DIECINUEVE CIVIL DEL CIRCUITO de 

Medellín, y en su lugar se decretará como prueba 

trasladada, las actuaciones surtidas con posterioridad al 

26 de octubre de 2.021 en trámite conocido por la 

FISCALIA 65 SECCIONAL - UNIDAD SECCIONAL –

AMAGA en el proceso penal con radicado SPOA 

050306000321202100082.  

 

El a quo oficiará en tal sentido al Ente Instructor del 

Estado, y respecto a lo recepcionado garantizará el 



05001 31 03 019 2022 00237 01 

 

  7 

 

debido proceso, específicamente en cuanto al ejercicio 

de la defensa y contradicción, según se motivó. 

 

En todo lo demás se confirma la decisión atacada.  

 

SEGUNDO: Ejecutoriada la presente providencia, vuelva el 

expediente digital al Despacho de origen para lo de su 

cargo. Sin costas. 

 

Notifíquese; 

 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 

 


